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 TOCA 24/2022

EXP. 691/2021-3 

	RECURSO DE APELACIÓN: **********/2022/SS.

	JUICIO CONTENCIOSO: **********/2021/3.

	ACTOR: **********.

	AUTORIDADES DEMANDADAS RECURRENTES: 1) **********; 2) **********; 3) **********; Y 4) **********.

	TERCERO INTERESADO: **********.

	MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

	SECRETARIO: MÓNICA LÁRRAGA SAINZ.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, cinco de septiembre de dos mil veintidós. 

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2022/SS, formado con motivo de la interposición de los recursos de apelación presentados el veinticuatro y veinticinco de mayo de la presente anualidad, el primero por la **********, en representación del **********, y el segundo por el **********, en representación del **********, en contra de la resolución de veinte de abril de dos mil veintidós, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en el juicio contencioso administrativo **********/2021/3; turnados a ésta Sala Superior el dos de junio de dos mil veintidós, mediante oficio SA-**********/2021, signado por el Magistrado de la referida Tercera Sala Unitaria; y,
R E S U L T A N D O
I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los resolutivos siguientes:

“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, y por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA del mismo, exclusivamente en la parte que corresponde al accionante, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Octavo de la presente sentencia.
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.”

II.- Inconformes con la referida determinación, la **********, en representación del **********, y el **********, en representación del **********, interpusieron recursos de apelación, el primero presentado en el buzón de promociones de este Tribunal el veinticuatro de mayo del presente año; el segundo en la Oficialía de Partes del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, el veinticinco de mayo posterior y recibidos en esta Sala Superior el dos de junio siguiente; atendiendo a que por auto de veintiséis de mayo del mismo año
, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior los escritos de apelación, con los autos del expediente **********/2021-3.

III.- Por acuerdo de seis de junio de dos mil veintidós
, se radicó la apelación bajo el consecutivo **********/2022/SS y se ordenó notificar a la parte actora **********, al tercero interesado **********, así como a las diversas demandadas **********, y a la **********,**********para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniere.

IV.- En auto de catorce de junio de dos mil veintidós
 se recibió escrito firmado por el actor **********, mediante el cual desahogó la vista otorgada en el auto  admisorio de seis de junio de dos mil veintidós, respecto de los recursos de apelación planteados por la **********, en representación del **********, y el **********, en representación del **********.

V.- En acuerdo de veintitrés de junio de dos mil veintidós
, visto el estado procesal que guardaban los autos, con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO
PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los presentes recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, y 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado.

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

[…].”

“ARTÍCULO 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el c aso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar la ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.
Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO.- Legitimación
. Los recursos de apelación fueron interpuestos por parte legítima, ya que se trata de la **********, en representación del **********, y el **********, en representación del **********, personalidad que acreditaron con copia certificada de los nombramientos respectivos, expedidos el dieciocho de octubre de dos mil veintiuno
 y veintiséis de septiembre de dos mil veintiuno
, respectivamente; misma que les fue reconocida en el juicio de origen, por auto de diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno
.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, fue notificada por oficio a las autoridades demandadas, ahora recurrentes, el veintinueve de abril de la presente anualidad
, por lo que dicha notificación surtió efectos el dos de mayo de dos mil veintidós, y el plazo de interposición transcurrió del tres al veinticinco del mismo mes y año; sin contar los días siete, ocho, catorce, quince, veintiuno y veintidós de mayo del presente año, por ser inhábiles,  así como los días cinco y diez del mismo mes y año, por haber sido suspendidos por parte de este órgano jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 15 del Código Procesal Administrativo; por lo que si los recursos de apelación se presentaron el veinticuatro y veinticinco de mayo de dos mil veintidós; por ende, se interpusieron oportunamente.
QUINTO.- Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por los apelantes, se analizará si los recursos en cuestión cumplen con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior considera que los recursos de apelación interpuestos por la **********, en representación del **********, y el **********, en representación del ********** son procedentes, por las siguientes consideraciones.

Marco normativo.
En el  artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:
“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:
I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales y resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.
En ese sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de origen, se advierte que en sentencia de veinte de abril de dos mil veintidós
, se determinó la ilegalidad e invalidez, y en consecuencia, la nulidad lisa y llana, del: “Acuerdo Administrativo que deja sin efectos jurídicos: El Acuerdo Administrativo mediante el cual se decreta la creación de dos nuevas Notarías en el Estado; la Convocatoria dirigida a los aspirantes, al Notariado y a los Aspirantes adscritos del Estado de San Luis Potosí y su “Fe de erratas” , publicado en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, el veinticuatro de septiembre de dos mil veintiuno.

De lo anterior se advierte, que éste asunto es de cuantía indetermindada; de ahí que se proceda a analizar si el negocio reviste las características que señala la fracción II, del artículo 152 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, para la procedencia del recurso.

En ese contexto, la autoridad recurrente Director General de Asuntos Jurídicos de la Secretaría General de Gobierno en representación del Titular de la Secretaría General de Gobierno, para justificar la procedencia del recurso, aduce que se ubica en el supuesto previsto en el artículo 152, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al ser un asunto que reviste las características de importancia y trascendencia; por los siguientes motivos (foja 19 a 21 del toca de apelación):
“[…] PROCEDENCIA DEL RECURSO DE APELACIÓN

El presente recurso de apelación, resulta procedente, de conformidad con lo previsto en el artículo 152 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual es del tenor literal siguiente:

ARTÍCULO 152. […]
Así, en el presente asunto se actualiza la hipótesis prevista en la fracción II, del precepto legal transcrito con antelación, dada la importancia y trascendencia que implica la resolución que se combate, debiendo prevalecer el interés público sobre el interés particular. Lo anterior por las siguientes consideraciones:

El acto impugnado en el presente juicio consiste en el “Acuerdo Administrativo que deja sin efectos jurídicos: Acuerdo Administrativo mediante el cual se decreta la creación de dos Notarías en el Estado, la Convocatoria dirigida a los aspirantes, al Notariado y a los Aspirantes Adscritos del Estado de San Luis Potosí y su “Fe de erratas”, de fecha 20 de septiembre de 2021, respecto del cual el a quo determinó la ilegalidad e invalidez y por consecuencia la nulidad lisa y llana del mismo, por los motivos y consideraciones expuestos en dicho fallo.

Empero, de quedar firme dicha sentencia, se estará negando la presencia de las mujeres en los espacios e instituciones públicas, en razón de que el acto impugnado fue emitido bajo una perspectiva de género, en razón de la situación que rige en la actualidad en la actividad notarial para las mujeres en el Estado de San Luis Potosí, más aún al advertir la permanencia de hombres como titulares de Notarías Públicas en el Estado, amén de que el cumplimiento del principio de igualdad reconocido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el derecho a la no discriminación plasmado en la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y su Comité, han tenido su efecto tanto en la legislación general como la estatal en materia de derechos humanos de las mujeres, y tal como se señaló en el acuerdo administrativo hoy impugnado, la Ley General para la igualdad entre Mujeres y Hombres establece en su artículo 34, la obligación de las autoridades competentes para garantizar “el principio de igualdad sustantiva entre mujeres y hombres en el ámbito del empleo, así como el derecho fundamental a la no discriminación de aquellas en las ofertas laborales”, obligación que se encuentra homologada en los artículos 2° y 11, fracción III de la Ley para la igualdad entre Mujeres y Hombres del Estado de San Luis Potosí, al establecer como principios rectores de la igualdad sustantiva la igualdad, la no discriminación y las equidad, además de que deben generarse acciones para la transversalidad de la perspectiva de género en la administración pública estatal.

Así, el acto impugnado por la parte actora, fue emitido tomando en consideración los parámetros antes referidos, al advertir que los actos precedentes al mismo, faltaron a los principios rectores de igualdad, no discriminación y equidad, suscitando actos de desigualdad y discriminación hacia las mujeres aspirantes al notariado y de notarías adscritas en los exámenes por oposición para ocupar la titularidad de las Notarías Públicas en el Estado de San Luis Potosí, debido a su perspectiva de género, siendo que actualmente de las treinta y ocho Notarías Públicas que se encuentran registradas en el primer distrito judicial, sólo en siete la persona titular es una mujer, con lo cual se advierte la brecha de desigualdad que existe entre dichos puestos para las mujeres en comparación con los hombres, quienes a su vez son mayoría en el número de Notarios Adscritos, por lo tanto al resultar evidente que los actos administrativos precedentes al acto impugnado, no fueron elaborados tomando en cuenta una perspectiva de género, ni los principios de igualdad, equidad y no discriminación, en cumplimiento a la obligación y responsabilidad del Gobierno del Estado de proteger, respetar y garantizar el ejercicio pleno de dichos derechos de igualdad, equidad y no discriminación de las mujeres, se emitió el acuerdo administrativo hoy impugnado, además con el propósito de eliminar las brechas de desigualdad existentes, para que la mujeres accedan a las mismas oportunidades laborales que los hombres, y al contenido de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, ratificada por el Estado Mexicano el 23 de marzo de 1981, el cual reconoce el derecho humano a la igualdad y no discriminación de todas las mujeres, describiendo el término “discriminación contra la mujer” como:

“Toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer (…), sobre la base de igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”.

En esa tesitura y en cumplimiento a la obligación y responsabilidad del Estado de proteger, respetar y garantizar el ejercicio pleno de los derechos de igualdad, equidad y no discriminación de las mujeres, acorde a lo antes expuesto, y aunado a que el ejercicio del notariado en el Estado de San Luis Potosí, constituye una función de orden público que corresponde al Estado, el cual delega su desempeño a los particulares a los que les conceda la patente respectiva y que por efecto de esa delegación están investidos de fe pública, subsiste la obligación de que en dicho procedimiento de selección debe de garantizarse la paridad.

En razón de lo antes expuesto, tal como se dijo con antelación, en el presente asunto se actualiza la hipótesis prevista en la fracción II, del artículo 152, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al ser éste un asunto de importancia y trascendencia conforme lo señala la norma para la procedencia del medio de defensa.  […]”
Al respecto, ésta Sala Superior estima que los recursos intentados resultan procedentes en atención a que el asunto en trato, reviste características de importancia y trascendencia, por lo que se actualiza el supuesto de la fracción II, del artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en tanto que deviene importante puesto que la resolución recurrida conformara un precedente para este órgano jurisdiccional en la materia del procedimiento administrativo para el otorgamiento de patentes de notario titular, así como lo relativo a la inclusión de mujeres en el ejercicio de la función notarial en el Estado y las acciones efectuadas para la reorganización, mejora, desarrollo y evaluación de políticas públicas en la administración pública estatal, para garantizar la paridad de género en todo proceso público bajo la elaboración de acciones afirmativas, cuyo análisis puede derivar en la conformación de criterio que regirá para las subsecuentes resoluciones del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa en el Estado.

Por otra parte, la trascendencia recae en la excepcionalidad del presente caso, ya que sin duda cualquier actividad relacionada a la eliminación de las brechas de desigualdad existentes en el ejercicio del notariado para las mujeres, es de interés público para los ciudadanos de San Luis Potosí; por lo cual, los efectos del asunto no sólo se circunscriben a la esfera de derechos del actor, ya que el ejercicio de la función notarial es de orden público.
SEXTO. Estudio. Resulta innecesario sintetizar las consideraciones que sustentan el fallo reclamado, y los agravios vertidos en su contra pues, de oficio, esta Sala Superior advierte que, en el caso, y contrario a lo establecido por el Resolutor de origen, se actualiza una causa de improcedencia, cuyo análisis se justifica atento a lo dispuesto en el artículo 228, fracción II y último párrafo y 229, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, lo que conlleva a revocar la determinación de veinte de abril de dos mil veintidós, dictada por la Tercera Sala Unitaria, en el juicio **********-3.
En apoyo a lo anterior, cobran aplicación los criterios del rubro y texto siguientes:

“REVISIÓN. ESTUDIO OFICIOSO DE LAS CAUSALES DE IMPROCEDENCIA NO EXAMINADAS POR EL JUZGADOR DE PRIMER GRADO. Si se trata de una causal de improcedencia diferente a las ya estudiadas y declaradas inoperantes por el juzgador de primer grado, no existe obstáculo alguno para su estudio de oficio en la revisión, ya que en relación con ella sigue vigente el principio de que siendo la improcedencia una cuestión de orden público, su análisis debe efectuarse sin importar que las partes la aleguen o no ante el Juez de Distrito o ante el tribunal revisor, de conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 73 de la Ley de Amparo.

“LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.

Esta Sala Superior, considera que el actor del juicio de origen carece de interés jurídico para demandar el acto controvertido, razón por la que se estima que se actualiza la hipótesis de improcedencia del juicio prevista en la fracción II, del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la cual conduce a decretar el sobreseimiento del presente juicio con base en la diversa fracción II del diverso numeral 229 del citado Código.

Presupuesto procesal de admisibilidad, cuyo estudio es oficioso y preferente lo aleguen o no las partes, por tratarse de una cuestión de orden público y de interés social, conforme lo establece el último párrafo del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

 Previo a abordar la anterior determinación, se narran los antecedentes que se advierten de las constancias que integran el juicio contencioso de origen, que son del tenor siguientes:

1. El veintitrés de junio de dos mil veintiuno, se publicó en el Periódico Oficial del Estado, el Acuerdo por el que se creó la Notaría Pública Número Treinta y Nueve del Primer Distrito Judicial, con residencia en la capital del Estado de San Luis Potosí y la Notaría Número Tres del Décimo Tercer Distrito Judicial, con residencia en el Municipio de Villa de Reyes, San Luis Potosí. 
2. En veinticuatro de junio de dos mil veintiuno, se publicó en dicho Periódico Oficial, la convocatoria dirigida a los aspirantes al notariado y a los notarios adscritos del Estado de San Luis Potosí, que desearan participar en los exámenes de oposición para ocupar la titularidad de las Notarías Públicas Uno del Séptimo Distrito Judicial, con residencia en el Municipio de Tancanhuitz, San Luis Potosí, en razón de que se encontraba vacante; Treinta y Nueve del Primer Distrito Judicial, con residencia en la capital del Estado de San Luis Potosí y Tres del Décimo Tercer Distrito Judicial, con residencia en el Municipio de Villa de Reyes, San Luis Potosí, señalando las bases y requisitos; la cual es del tenor siguiente:

“C O N V O C A T O R I A
“SE CONVOCA A LOS ASPIRANTES AL NOTARIADO Y A LOS NOTARIOS ADSCRITOS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, QUE DESEEN PARTICIPAR EN LOS EXÁMENES POR OPOSICIÓN PARA OCUPAR LA TITULARIDAD DE LAS SIGUIENTES NOTARÍAS PÚBLICAS:
1. Notaría Pública número uno del séptimo distrito judicial, con residencia en el Municipio de Tancanhuitz, San Luis Potosí.
2. Notaría Pública número treinta y nueve del primer distrito judicial, con residencia en la capital del Estado de San Luis Potosí. 

3. Notaría Pública número tres del décimo tercer distrito judicial, con residencia en el Municipio de Villa de Reyes, San Luis Potosí. 

Lo anterior en términos de los artículos 70, 80 fracciones I y III y 83 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 2 y 3 fracción I, Inciso A), 12, 31 Fracción I y 32 Fracción IV de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado; 1, 2, 3, 4, 11, 14, 15, 18, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27 y 28 de la Ley del Notariado para el Estado; y en cumplimiento a lo ordenado en la publicación efectuada en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, el 30 de enero de 2016, mediante la cual se dio aviso a la ciudadanía del fallecimiento del Titular de la Notaría Pública Número Uno del Séptimo Distrito Judicial, con residencia en el Municipio de Tancanhuitz, San Luis Potosí, que se encuentra vacante a la fecha; así como en el acuerdo administrativo de fecha 22 de junio de 2021 publicado en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, el día 23 de junio de 2021, mediante el cual el Titular del Poder Ejecutivo del Estado, determinó  a creación de la Notaría Pública Número Treinta y Nueve del Primer Distrito Judicial, con residencia en la Capital del Estado de San Luis Potosí, y la Notaría Pública número 3 del Décimo Tercer Distrito Judicial, con residencia en el Municipio de Villa de Reyes, San Luis Potosí, se determina llevar a cabo la presente convocatoria, de acuerdo con las bases y requisitos siguientes:

B A S E S

1. Los aspirantes a su titularidad o los notarios adscritos que se interesen en concursar, deberán presentar su solicitud, especificando una de las tres Notarías Públicas antes descritas, cuya titularidad es de su interés, en un plazo de treinta días hábiles contados a partir de la tercera publicación de la presente convocatoria, ante la Dirección del Notariado ubicada en la calle de Simón Bolívar número 626, Zona Centro de la Ciudad Capital de San Luis Potosí, en un horario de 8:00 a 15:00 horas, de lunes a viernes, para en su caso, ser admitidos en el examen por oposición; 

2. El examen para la obtención de la constancia de aspirante al ejercicio del notariado, consistirá en una prueba teórica y una prueba práctica, que se realizarán el día, hora y lugar que oportunamente señale la Dirección del Notariado, y 

3. La Dirección del Notariado, personalmente o por correo certificado con acuse de recibo, notificará a los aspirantes al notariado y notarios adscritos, el día, hora y lugar para la celebración de los exámenes correspondientes. 

R E Q U I S I T O S

1. Contar con constancia de aspirante al notariado del Estado o con patente que lo acredite como notario adscrito a alguna Notaría del Estado. 

2. Solicitar ante la Dirección del Notariado, el examen correspondiente y ser aprobado en el mismo, en términos de las disposiciones previstas por la Ley del Notariado del Estado de San Luis Potosí. 

3. Realizar el pago correspondiente para la práctica del examen en la Secretaría de Finanzas del Estado.  

Lo no previsto en la presente convocatoria, se estará a lo que dispone la Ley del Notariado del Estado de San Luis Potosí, en consecuencia publíquese por tres ocasiones, de diez en diez días en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, así como en alguno de los de mayor circulación en la Entidad. 

DADO en el Palacio de Gobierno, sede del Poder Ejecutivo del Estado, en la Ciudad de San Luis Potosí, S.L.P., a los 24 días del mes de junio del año 2021 dos mil veintiuno”.

3. Luego, el treinta de junio de dos mil veintiuno, se publicó en el Periódico Oficial del Estado, la Fe de Erratas a la convocatoria precisada en el numeral que antecede, con la cual se modificó en los siguientes términos: 

“DADO en el Palacio de Gobierno, sede del Poder Ejecutivo del Estado, en la Ciudad de San Luis Potosí, S.L.P., a los 24 días del mes de junio del año 2021 dos mil veintiuno”. 

DICE: 

[…]

BASES “

2. El examen para la obtención de la constancia de aspirante al ejercicio del notariado, consistirá en una prueba teórica y una prueba práctica, que se realizarán el día, hora y lugar que oportunamente señale la Dirección del Notariado, y

“DEBE DECIR: 

CONVOCATORIA…

BASES

[…]
2. El examen para la obtención de la titularidad de la Notaría para la cual se haya concursado, consistirá en una prueba teórica y una prueba práctica, que se realizarán el día, hora y lugar que oportunamente señale la Dirección del Notariado, y  […]”

4. El veintiséis de agosto de dos mil veintiuno, el actor en el juicio de origen, **********, presentó solicitud por escrito, ante la Dirección del Notariado, para presentar examen, con el fin de obtener la patente de Notario Titular, de la Notaría Pública Número Treinta y Nueve, del Primer Distrito Judicial del Estado, con residencia en San Luis Potosí, San Luis Potosí. 
5. El veintiséis de agosto de dos mil veintiuno, el actor efectuó el pago para el examen teórico y práctico para la función notarial. 
6. Mediante oficio DN/********** de veintisiete de agosto de dos mil veintiuno, la Directora del Notariado del Estado de San Luis Potosí, notificó a ********** en su carácter de aspirante a la Titularidad Pública 39 del Primer Distrito Judicial, que el examen de oposición se llevaría a cabo a las nueve horas del treinta de agosto del mismo año.

7. Luego, por acta que obra en copia simple, emitida por los integrantes del Jurado calificador de la Dirección del Notariado del Estado, el treinta de agosto de dos mil veintiuno, se hizo constar que deliberaron a puerta cerrada sobre la actuación de **********, en la que obtuvo un resultado aprobatorio de ochenta y dos puntos (foja 28 del expediente de origen). 
8. El treinta de agosto de dos mil veintiuno, a las veintitrés horas con cuarenta y cinco minutos, la Directora del Notariado, le notificó a **********, que resultó triunfador en el examen de oposición para obtener la Titularidad de la Notaría Pública número Treinta y Nueve, del Primer Distrito Judicial del Estado, con residencia en esta ciudad, documento que obra en copia simple. (foja 29 del expediente de origen). 

9. El siete de septiembre de dos mil veintiuno, el actor en el juicio contencioso de origen, solicitó al Gobernador Constitucional del Estado de San Luis Potosí, en términos del artículo 28 de la Ley del Notariado para el Estado de San Luis Potosí, le expidiera la patente de Notario Titular de la Notaria Pública número 39 Treinta y Nueve del Primer Distrito Judicial con residencia en la capital del Estado de San Luis Potosí, para satisfacer los extremos de la fracción I, del artículo 31 de la Ley del Notariado para el Estado de San Luis Potosí; asimismo adjuntó el comprobante de pago efectuado a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por concepto de FIAT.(fojas 30 a 32 del expediente de origen).
10. Mediante el oficio ********** de veintitrés de agosto de dos mil veintiuno, la Directora General del Instituto de las Mujeres del Estado de San Luis Potosí, solicitó al Gobernador Constitucional del Estado, que garantizara que todas las convocatorias emitidas por cualquier Institución o dependencia de la Administración Pública Estatal, para la asignación de nombramientos, conformación de organismos directivos, consejos, mecanismos de contraloría u otros, fueran formuladas con perspectiva de género y enfoque de derechos humanos, para asegurar que quienes histórica y socialmente han estado en posiciones de desigualdad, puedan contar con oportunidades reales de participación en la vida pública del Estado. (fojas 60 a la 65 del juicio de origen)

“…Reconociendo la necesidad de seguir impulsando la implementación de las medidas temporales que contribuyan a garantizar la presencia de las mujeres en los espacios e instituciones públicos, considerando las posiciones desventajosas de las que aquellas siguen partiendo, y con el ánimo de contribuir a la construcción de un san Luis incluyente, le solicito atenta y respetuosamente que en su carácter de Presidente del Sistema Estatal para la igualdad entre Mujeres y Hombres, conforme al artículo23, fracción I, de Ley para la Igualdad entre Mujeres   y Hombres para el Estado de San Luis Potosí, 8LIMHSLP), garantice que todas las convocatorias emitidas por cualquier Institución o dependencia de la Administración Pública Estatal, para la asignación de nombramientos, conformación de organismos directivos, consejos, mecanismos de contraloría u otros, sean formuladas con perspectiva de género y enfoque derechos humanos, para con ello asegurar que quienes histórica y socialmente han estado en posiciones de desigualdad, puedan contar con oportunidades reales de participación en la vida pública del Estado…”

11.- Por oficio ********** de ocho de septiembre de dos mil veintiuno, la Presidenta de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, remitió al Gobernador Constitucional del Estado, diversas consideraciones sobre acciones afirmativas para la igualdad entre mujeres y hombres en la administración pública del Estado de San Luis Potosí, ello en atención al oficio IMES/DG-********** de veintitrés de agosto de dos mil veintiuno, emitido por la Directora General del Instituto de las Mujeres del Estado de San Luis Potosí.

Situación que se contiene en la documental que obra en fojas 64 a la 70 del juicio de origen, y que en la parte que interesa refiere: 

“…En atención al oficio IME/DG-********** de 23 de agosto de 2021, suscrito por (…), Directora del Instituto de las Mujeres del Estado de San Luis Potosí, con copia a este Organismo Autónomo, me permito adjuntar diversas consideraciones sobre acciones afirmativas para la igualdad entre mujeres y hombres en la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, a efecto de que se garanticen los derechos humanos como en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los demás ordenamiento de carácter Estatal.”

12. El veinticuatro de septiembre de dos mil veintiuno, se publicó en el Periódico Oficial del Estado, el Acuerdo Administrativo, en el que se dejó sin efectos jurídicos el diverso acuerdo administrativo mediante el cual se decretó la creación de dos nuevas Notarías en el Estado; la Convocatoria dirigida a los aspirantes al Notariado, y a los aspirantes adscritos del Estado y su “Fe de erratas”, mediante el cual se señaló lo siguiente: 

“…El Titular del Poder Ejecutivo tiene la facultad de vigilar el cumplimiento de las leyes que fortalezcan la labor de la función notarial, motivo por el cual, se advirtió que “el Acuerdo”, “la Convocatoria”, así como “la Fe de erratas”; faltaron a los principios rectores de igualdad, no discriminación y equidad, suscitando actos de desigualdad y discriminación hacia las mujeres aspirantes al notariado y de notarías adscritas en los exámenes por oposición para ocupar la titularidad de las Notarías Públicas del Estado de San Luis Potosí, debido a su falta de perspectiva de género.” 

“…El Titular del Poder Ejecutivo del Estado como autoridad encargada de coordinar las acciones para la transversalidad de la perspectiva de género en la administración pública estatal, está obligado a garantizar la paridad en toda política y proceso público, incluyendo lo relativo a los Notarios Públicos del Estado, acorde a lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, la Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, y la Ley para la Igualdad entre Mujeres y Hombres del Estado de San Luis Potosí. 

“…En congruencia con la opinión vertida por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de San Luis Potosí, se debe atender la Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, adoptada por la Asamblea General de la ONU, en su Resolución 2263 (XXII), de 07 de noviembre de 1967, en el numeral 1º estableció que “la discriminación contra la mujer por cuanto niega o limita su igualdad de derechos con el hombre, es fundamentalmente injusta y constituye una ofensa a la dignidad humana.” 

“…Por ello, y en atención al contenido del oficio de la Directora General del Instituto de las Mujeres antes referido, es importante resaltar el contenido de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, ratificada por el Estado Mexicano el veintitrés de marzo de mil novecientos ochenta y uno, el cual reconoce el derecho humano a la igualdad y no discriminación de todas las mujeres…”

“…Bajo este marco jurídico, que reconoce el derecho a la igualdad, no discriminación y la equidad de las mujeres en la república mexicana y en específico en el Estado de San Luis Potosí, se resalta la obligación del Titular del Poder Ejecutivo del Estado de impulsar una política pública de igualdad de oportunidades en las diversas esferas de participación estatal, como es el campo laboral, coordinando la implementación de políticas bajo una perspectiva de género, y analizando la existencia de actos u omisiones que vulneren los referidos derechos humanos en perjuicio de las mujeres. 

“…Actualmente de las treinta y ocho Notarias Públicas que se encuentran registradas en el primer distrito judicial, sólo en siete la persona titular es una mujer, con lo cual se advierte la brecha de desigualdad que existe en dichos puestos para las mujeres en comparación con los hombres, quienes a su vez, también son mayoría en el número de Notarios Adscritos; información obtenida de los registros actuales de la Dirección del Notariado y del Colegio de Notarios del Estado San Luis Potosí. 

“…Con base en los datos obtenidos, es evidente que “el Acuerdo”, “la Convocatoria” y “la Fe de erratas”, no fueron elaborados tomando en cuenta una perspectiva de género, ni los principios de igualdad, equidad y no discriminación, con el propósito de eliminar las brechas de desigualdad existentes, para que las mujeres accedan a las mismas oportunidades laborales que los hombres. 

“…El Poder Ejecutivo del Estado, como autoridad facultada y encargada de coordinar las acciones para la transversalidad de la perspectiva de género en la administración pública estatal, debe garantizar el derecho a la igualdad, no discriminación y la equidad de las mujeres en el ejercicio del Notariado en el Estado, motivo por el cual se determina que “el Acuerdo”, “la Convocatoria” y “la Fe de erratas” vulneraron dichos principios rectores...”

“…Por lo antes expuesto, y ante la necesidad justificada de la creación de nuevas notarías, se deben de implementar las prácticas y políticas públicas para promover, bajo una perspectiva de género, que permitan la participación equitativa de mujeres aspirantes al notariado y de notarías adscritas en los exámenes por oposición, para ocupar la titularidad de las Notarías Públicas del Estado de San Luis Potosí. 

“Ante la omisión de un análisis, bajo una perspectiva de género, de la situación que rige actualmente en la actividad notarial para las mujeres en el Estado de San Luis Potosí, más aún, al advertir la preminencia de hombres como titulares de Notarías Públicas en el Estado, el Ejecutivo a mi cargo tiene a bien expedir el siguiente: 

“ACUERDO ADMINISTRATIVO QUE DEJA SIN EFECTOS JURÍDICOS: “EL ACUERDO”, “LA CONVOCATORIA” Y “LA FE DE ERRATAS”. 

“PRIMERO. Se deja sin efectos jurídicos “el Acuerdo”, en virtud de que no cumplió con las prácticas y políticas públicas que se tradujeran en acciones específicas para promover, bajo una perspectiva de género, la participación de mujeres en la creación de las nuevas Notarías Públicas del Estado de San Luis Potosí. 

“SEGUNDO. Por consecuencia, se dejan sin efectos jurídicos “la Convocatoria” y “la Fe de Erratas” que vulneraron el derecho a la igualdad, no discriminación y la equidad de las mujeres aspirantes al notariado y de notarías adscritas, en el ejercicio del Notariado en el Estado. 

“TERCERO. Se deja sin efectos jurídicos todo lo actuado; se dejan a salvo los derechos de los participantes, quienes podrán optar por participar de nueva cuenta en las convocatorias subsecuentes, pudiéndose tomar en consideración los resultados que obtuvieron en los exámenes previamente celebrados. 

“CUARTO. Se instruye al Secretario General de Gobierno para que implemente las prácticas y políticas públicas para promover, bajo una perspectiva de género, la creación de nuevas notarías en el Estado y la participación equitativa de mujeres aspirantes al notariado y de notarías adscritas en los exámenes por oposición para ocupar la titularidad de las Notarías Públicas del Estado de San Luis Potosí…”

La anterior determinación, fue la que propició el reclamo de **********, en el juicio contencioso administrativo **********, del índice de la Tercera Sala Unitaria de este tribunal, ya que este consideró que dicha decisión le generó una afectación, en la medida en que adujo ser el vencedor de la Convocatoria que se dejó sin efectos jurídicos, en relación con la titularidad de la Notaría 39, con residencia en San Luis Potosí, San Luis Potosí.
Como se adelantó, ésta Sala Superior, considera que el actor del juicio de origen, carece de interés jurídico para instar la acción; al respecto, debe tenerse en cuenta lo dispuesto por los artículos 228, fracción II y 229, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los cuales establecen lo siguiente:
“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

(…)

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor…”

“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

(…)

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior…”

Por su parte, los artículos 230, fracción I, y 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado, establecen lo siguiente:
“ARTÍCULO 230. Son partes en el juicio contencioso administrativo:

I. El actor, que puede ser el particular que se sienta afectado por actos o resoluciones de las autoridades; o la autoridad, cuando impugne una resolución administrativa o fiscal favorable a aquéllos, por considerar que lesiona a la administración pública o al interés público

[…]”

“ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión.

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad.

En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.”

De lo dispuesto en los artículos antes transcritos se desprende que el juicio Contencioso Administrativo es improcedente, cuando se controviertan actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor, asimismo se desprende que cuando en la tramitación del procedimiento contencioso sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo 228 del citado Código procede el sobreseimiento del juicio.

También, se colige que el actor deberá demostrar ser titular de un derecho subjetivo que se le afecte de manera personal y directa con dichas actuaciones, en este caso, es la demostración plena del interés jurídico (derecho subjetivo), lo cual no es otra cosa que la titularidad que corresponde a la parte actora en relación con el derecho que se dice afectado por la demandada.
Lo anterior encuentra relación con lo establecido en el artículo 221
 del Código Procesal de la materia en el cual se establece que la personalidad o legitimación de las partes deberá ser analizada de oficio por las Salas.

Consecuentemente, el interés jurídico de quien promueva el Juicio Contencioso Administrativo, sólo puede surtirse en la medida que se acredite ser el titular del derecho subjetivo, que se considere afectado; en el entendido que si no llega a probarse dicha circunstancia, lo correcto es estimar actualizada la causal de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que la ausencia de prueba fehaciente, da lugar a la falta de dicho interés, pues no debe perderse de vista que éste debe acreditarse de manera fehaciente y no con base en presunciones.
Del artículo 231 antes transcrito, se desprende que conforme al mismo podrán demandar o intervenir en juicio las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión; estos dos supuestos distintos para demandar o intervenir en el juicio consisten en:

1. La posibilidad de que intervenga en juicio la persona que tenga interés legítimo, quien deberá invocar situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad.

2. El interés jurídico reviste a los titulares de un derecho subjetivo, de ahí que la posibilidad de acudir con la pretensión de obtener sentencia que permita realizar actividades reguladas, se circunscribe al deber de acreditar el interés jurídico mediante la exhibición de la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.

Ahora bien, a raíz de la expresión de esos dos conceptos, conviene aclarar que el concepto de interés legítimo define al derecho de los particulares para activar la actuación pública administrativa en defensa del interés público y la protección del orden jurídico; en tanto que, el interés jurídico consiste en el derecho subjetivo de los particulares derivado del orden jurídico, que le confiere facultades o potestades específicas expresadas en actos administrativos, tales como infracciones, concesiones, autorizaciones, permisos, licencias, registros y declaraciones -sin que sea la única forma de acreditación de dicho interés. 

En tal sentido, el interés jurídico requiere ser tutelado por una norma de derecho objetivo (precisa de la afectación a un derecho subjetivo), el interés legítimo supone, únicamente, la existencia de un interés cualificado respecto de la legalidad de determinados actos, interés que proviene de la afectación a la esfera jurídica del individuo, ya sea directa o derivada de su situación particular respecto del orden jurídico.

En ese orden, y para el caso que nos ocupa se precisa que el interés jurídico implica la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables: a) una facultad de exigir; y, b) una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. 

Las normas que tutelan al interés jurídico son susceptibles de generar derechos subjetivos en beneficio de personas determinadas; pueden ser individualizadas; de tal manera que se afecte inmediata y directamente el estatus jurídico de la persona; en cambio, las normas relativas al interés legítimo no tienen la capacidad de generar derechos subjetivos. 

El interés jurídico determina una posición distinta frente al orden jurídico, que aquella que tiene quien acude a juicio con un interés legítimo que defender, pues su propia finalidad es de acotar dos posiciones diferenciadas.

Tal interés jurídico supone la existencia de un derecho dentro de la esfera jurídica particular de un individuo, en cambio, el interés legítimo no supone una afectación directa al estatus jurídico, sino una indirecta, en la medida en que la persona sufra una afectación, no en sí misma, sino por encontrarse ubicada en una especial situación frente al orden jurídico que le permite accionar para obtener el respeto a su interés jurídicamente tutelado, aunque no goce de un derecho subjetivo reflejo individual.
Por lo tanto, respecto de actos de naturaleza administrativa como el controvertido, debe tenerse en consideración que quien aduce un interés jurídico en sentido estricto, parte de que una norma general se ha individualizado en su beneficio; de tal forma que cuenta con un derecho subjetivo, mientras que quien ostenta interés legítimo aduce la existencia de una norma que aún no se ha individualizado en su beneficio, pues simplemente lo coloca, como integrante de una colectividad, en la posibilidad de defender, en su beneficio.

Ahora bien, en el presente caso el demandante acudió a promover juicio contencioso administrativo con el posible carácter de triunfador al examen de oposición para obtener la Titularidad de la Notaría Pública 39 con ejercicio en el Primer Distrito Judicial del Estado, con residencia en San Luis Potosí; no obstante ello, en el caso en análisis y de acuerdo a las constancias que obran en los autos del juicio de origen, no se desprende de manera fehaciente que la parte accionante efectivamente haya resultado vencedor del examen de oposición derivado de la Convocatoria publicada el veinticuatro de junio de dos mil veintiuno, en el Periódico Oficial del Estado, Plan de San Luis, requisito que resulta indispensable para promover el presente juicio, según se expondrá en los razonamientos siguientes.
Como ya se dijo, el apelante combate el Acuerdo Administrativo que dejó sin efectos jurídicos el diverso Acuerdo Administrativo mediante el cual se decretó la creación de dos Notarias en el Estado, la Notaria Pública Número Tres del Décimo Tercer Distrito Judicial, con residencia en Villa de Reyes, San Luis Potosí y la Notaria Pública Número Treinta y Nueve del Primer Distrito, con residencia en la capital del Estado de San Luis Potosí, la Convocatoria dirigida a los aspirantes, al Notariado y a los Aspirantes adscritos del Estado de San Luis Potosí y su “Fe de erratas”; acuerdo en el cual incluso se dejaron a salvo los derechos de los participantes, quienes podrán optar por participar de nueva cuenta en las convocatorias subsecuentes, pudiéndose tomar en consideración los resultados que obtuvieron en los exámenes previamente celebrados.
No obstante ello, para acreditar su calidad de triunfador, **********, ofreció como medios probatorios en su escrito inicial de demanda, la presuncional legal y humana, la instrumental de actuaciones, así como las documentales que se encuentran visibles en las fojas 14 a la 33 del juicio de origen, las cuales consisten en:

1. Copia simple del Periódico Oficial del Estado, de veinticinco de agosto de dos mil nueve.

2. Copia simple de la Publicación del Periódico Oficial del Estado, de veinticuatro de junio de dos mil veintiuno, relativa a la Convocatoria a los aspirantes al notariado y a los notarios adscritos del Estado de San Luis Potosí, para participar en los exámenes por oposición para ocupar la titularidad de la Notaria Publica Número Uno del Séptimo Distrito Judicial, con residencia en el Municipio de Tancanhuitz, San Luis Potosí; Notaria Pública Número Treinta y Nueve del Primer Distrito, con residencia en la capital del Estado de San Luis Potosí  y la Notaría Pública Número Tres del Décimo Tercer Distrito Judicial, con residencia en el Municipio de Villa de Reyes, San Luis Potosí.. 

3.- Copia simple de la Publicación del Periódico Oficial del Estado, de treinta de junio de dos mil veintiuno, de la Fe de erratas a la convocatoria publicada el veinticuatro de junio del citado año.

4.- Copia simple del Periódico Oficial del Estado, de veinticuatro de septiembre de dos mil veintiuno, relativa al Acuerdo Administrativo que deja sin efectos jurídicos el Acuerdo Administrativo mediante el cual se decreta la creación de dos Notarias en el Estado, la Convocatoria dirigida a los aspirantes, al Notariado y a los Aspirantes adscritos del Estado de San Luis Potosí y su “Fe de erratas”.
5.- Copia simple del recibo de entero folio ********** expedido por la Dirección General de Ingresos, Dirección de Recaudación y Política Fiscal, por los conceptos de pago de Examen teórico y práctico para la función notarial y asistencia social. 

6.- Copia simple del oficio ********** de veintisiete de agosto de dos mil veintiuno dirigido al hoy actor, suscrito por la Directora del Notariado, mediante el cual se notificó al actor la fecha y hora para el examen de Oposición para obtener la titularidad de la Notaría Pública número 39 del Primer Distrito Judicial, siendo el treinta de agosto del dos mil veintiuno. 

7.- Copia simple del acta de treinta de agosto de dos mil veintiuno, emitida por los integrantes del Jurado calificador del Examen de Oposición al sustentante **********, para obtener la Titularidad de la Notaria Pública número 39 del Primer Distrito Judicial, en la cual se advierte que deliberaron sobre la actuación del concursante y su resultado fue aprobatorio de ochenta y dos puntos.  

8.- Copia Simple de la notificación efectuada al actor por parte de la Directora del Notariado del Estado, de treinta de agosto de dos mil veintiuno a las veintitrés horas con cuarenta y cinco minutos, mediante el cual le notificó que resultó triunfador en el examen de Oposición para obtener la Titularidad de la Notaria Publica número 39 del Primer Distrito Judicial en el Estado de San Luis Potosí.

9.- Copia simple del escrito recibido el siete de septiembre de dos mil veintiuno, por la Secretaría General de Gobierno del Estado, signado por el hoy actor dirigido al Gobernador Constitucional del Estado de San Luis Potosí, mediante el cual solicitó en términos del artículo 28 de la Ley del Notariado para el Estado de San Luis Potosí, la expedición de la patente de Notario Titular de la Notaria Pública número 39 Treinta y Nueve del Primer Distrito Judicial con residencia en la capital del Estado de San Luis Potosí, para satisfacer los extremos de la fracción I, del artículo 31 de la Ley del Notariado para el Estado de San Luis Potosí. 

10.- Copia simple del escrito recibido el diecisiete de septiembre de  dos mil veintiuno,  por la Secretaría General de Gobierno del Estado, signado por el actor y dirigido al Gobernador Constitucional del Estado de San Luis Potosí, mediante el cual en alcance del artículo 28 de la Ley del Notariado para el Estado de San Luis Potosí, anexó el comprobante de pago efectuado a la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado por concepto de fiat.

11.- Copia simple del recibo de entero folio ********** expedido por la Dirección General de Ingresos, Dirección de Recaudación y Política Fiscal, por los conceptos de pago de fiat y asistencia social.

12.- Copia simple de la credencial del Instituto Nacional Electoral expedida a favor del actor.

A dichos medios de convicción, indebidamente la Sala de Origen de manera general y conjunta, les concedió valor probatorio pleno con base en los artículos 72, fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; ello se considera así, puesto que a cada una de dichas probanzas debió concederles el valor convictivo que para cada una de ellas establece el Código Administrativo en aplicación.

Ahora bien, respecto a las pruebas documentales, (de las que las autoridades recurrentes señalan en agravios no se desprende el interés jurídico del actor), su ofrecimiento y valoración de las mismas, es acorde a de las que las autoridades recurrentes señalan en agravios no se desprende el interés jurídico del actor, los artículos 72, fracciones I y II, 74, 90, 91, 93, 98, 99 y 178, fracciones I, II y III del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los cuales establecen lo siguiente:
“ARTÍCULO 72. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y la experiencia, y de acuerdo con las siguientes reglas:
I. Harán prueba plena la confesión expresa de las partes y los actos contenidos en documentos públicos, si en éstos últimos se contienen declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares; los documentos sólo probarán plenamente que ante la autoridad que los expidió se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no acreditarán la verdad de lo declarado o manifestado, y
II. El valor de la pericial y testimonial, así como el de las demás pruebas, quedará a la prudente y razonada apreciación de la autoridad que conozca del asunto, según corresponda.”

“ARTÍCULO 74. Las documentales emitidas por las autoridades en ejercicio de sus funciones tendrán valor probatorio pleno por lo que respecta a su autenticidad o a la veracidad de los hechos a los que se refieran, salvo prueba en contrario.”

“ARTÍCULO 90. Son pruebas documentales todas aquellas en la que conste información de manera escrita, visual o auditiva, sin importar el material, formato o dispositivo en la que esté plasmada o consignada. 
La autoridad podrá solicitar a las partes que aporten los instrumentos tecnológicos necesarios para la apreciación de los documentos ofrecidos cuando éstos no estén a su disposición. 

En caso de que las partes no cuenten con tales instrumentos, dicha autoridad podrá solicitar la colaboración del ministerio público de la Fiscalía General del Estado o de las demás entidades federativas, o bien, de las instituciones públicas de educación superior, para que le permitan el acceso al instrumental tecnológico necesario para la apreciación de las pruebas documentales.” 

“ARTÍCULO 91. Son documentos públicos, todos aquellos que sean expedidos por los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones. Son documentos privados los que no cumplan con la condición anterior.”
“ARTÍCULO 93. Los documentos privados se presentarán en original, y, cuando formen parte de un expediente o legajo, se exhibirán para que se compulse la parte que señalen los interesados.”
“ARTÍCULO 98. Los funcionarios o autoridades tienen la obligación de expedir, a costa del solicitante, las copias de los documentos que les pidan las partes, a fin de que éstas puedan rendir sus pruebas; si no lo hicieran, la autoridad que conozca del asunto, a solicitud de la parte interesada y previa justificación de que se hizo la solicitud correspondiente antes de la presentación de la demanda, los requerirá para que las expidan. 
En caso de que, a pesar de haberse requerido, el funcionario o la autoridad no expidan las copias solicitadas, la autoridad que conozca del asunto, podrá hacer uso de los medios de apremio que establece el artículo 127 de este Código.
Cuando sin causa justificada, la autoridad requerida no expida las copias de los documentos ofrecidos por el actor o por el tercero para probar los actos imputados a aquélla, y los documentos solicitados hubieren sido identificados con toda precisión en sus características y contenido, se presumirán ciertos los actos que se pretendan probar con esos documentos.”
“ARTÍCULO 99. Cuando los documentos obren en poder de terceros, la parte interesada podrá solicitar a la autoridad que conozca del asunto, según corresponda, que los requiera por la exhibición de copia certificada de los mismos, a costa del solicitante.”

 “ARTÍCULO 178. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se disponga otra cosa respecto de algún trámite:

I. Las promociones deberán presentarse solamente en original y sus anexos en copia simple en un tanto. Si el interesado requiere que se le acuse recibo, deberá adjuntar una copia para ese efecto;

II. Todo documento puede presentarse en original o copia certificada, pudiendo acompañarse de copia simple para su cotejo, con la que se seguirá el trámite;

III. En caso de que cualquiera de los documentos hayan sido expedidos por la dependencia o entidad de la administración pública estatal o municipal ante la que se realice el trámite, bastará que los interesados señalen los datos de identificación de dichos documentos para que sean tomados en cuenta, y […]”

De los preceptos transcritos en lo que aquí interesa, se advierte que son pruebas documentales todas aquellas en la que conste información de manera escrita, visual o auditiva, sin importar el material, formato o dispositivo en la que esté plasmada o consignada; que son documentos públicos, todos aquellos que sean expedidos por los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones y que son documentos privados los que no cumplan con dicha condición.

Asimismo, a fin de cumplir a cabalidad lo dispuesto por el precepto 221 ibídem, se establece la obligación del actor de acompañar al escrito inicial de demanda el o los documentos en los que funde su derecho, entre ellos para acreditar su personalidad o legitimación, los cuales deberán ser en original  o copia certificada y para el caso de que no los tenga a su disposición si son documentos públicos, los funcionarios o autoridades tienen la obligación de expedir, a costa del solicitante, las copias de los documentos que les pidan las partes, a fin de que éstas puedan rendir sus pruebas y en caso de que estos no lo hicieren, la autoridad que conozca del asunto, a solicitud de la parte interesada y previa justificación de que se hizo la solicitud correspondiente, los requerirá. 
Es decir, se contempla que en el caso de que las pruebas documentales que se pretendan ofrecer obren en poder de terceros, la parte interesada podrá solicitar a la autoridad que conozca del asunto, que los requiera por la exhibición de copia certificada de los mismos, a costa del solicitante, previo acreditamiento de haberlos solicitado, so pena de que de no remitirlos quienes cuenten con ellos se tendrán por ciertos los actos que se pretendan justificar con ellos.
Por otro lado, respecto a la valoración de las pruebas documentales, los preceptos transcritos establecen que serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y la experiencia; que harán prueba plena la confesión expresa de las partes y los actos contenidos en documentos públicos, si en éstos últimos se contienen declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares; los documentos sólo probarán plenamente que ante la autoridad que los expidió se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no acreditarán la verdad de lo declarado o manifestado, que las documentales emitidas por las autoridades en ejercicio de sus funciones tendrán valor probatorio pleno por lo que respecta a su autenticidad o a la veracidad de los hechos a los que se refieran, salvo prueba en contrario y que el valor de las pruebas quedará al prudente arbitrio judicial.

Ahora bien, como ya se dijo, en el fallo recurrido el A quo al valorar las documentales ofrecidas por el actor, determinó otorgarles a todas las probanzas valor probatorio pleno, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 72, fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario público, en el desempeño de sus funciones; sin embargo este Tribunal de Alzada estima indebida la valoración otorgada por la Sala Unitaria de origen, ya que omitió llevar acabo la valoración de cada una de las constancias allegadas por el actor y se limitó a tasar plenamente todos y cada uno de dichos medios de prueba, lo que conlleva a esta superioridad a analizar dicho caudal convictivo, ello porque el interés jurídico del que se estima carece el actor, parte de las documentales en comento.
Por lo que en ejercicio de dicha función, se considera que las documentales allegadas como documentos basales de la acción, son insuficientes para acreditar el interés jurídico del actor, atento a las siguientes consideraciones:

Respecto a las pruebas ofrecidas por el actor y enunciadas en los numerales 1, 2, 3 y 4, éstas adquieren valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en ellas, de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos publicados en el Periódico Oficial del Estado, Plan de San Luis, pues tienen el carácter de hecho notorio al ser publicaciones oficiales que se pueden conocer por todos o casi todos los miembros de una misma comunidad en el momento en que se publican, respecto de los cuales no hay duda ni discusión y no es objeto de prueba, por haberse publicado en la página de internet oficial, pues ello implica que están a disposición del público en general.
Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis I.3o.C.26 K (10a.), sustentada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, de rubro: “DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN. SU PUBLICACIÓN Y CONTENIDO ES HECHO NOTORIO, BASTA SU COPIA SIMPLE PARA OBLIGAR A CONSTATAR SU EXISTENCIA Y TOMARLA EN CUENTA.”

Sin embargo, dichos medios probatorios, no son suficientes para demostrar que el accionante fue el triunfador del examen de oposición para obtener la Titularidad de la Notaría Pública 39 del Primer Distrito Judicial, con residencia en la capital, pues con ellos sólo que corrobora que: 
· El veinticinco de agosto de dos mil nueve, se emitió Acuerdo Administrativo en el que se nombró al actor **********, Notario Público adscrito a la Notaria Pública número Treinta y Dos, en ejercicio en el Primer Distrito Judicial, con residencia en San Luis Potosí.
· El veinticuatro de junio de dos mil veintiuno, se publicó la Convocatoria a los aspirantes al notariado y a los notarios adscritos del Estado de San Luis Potosí, para participar en los exámenes por oposición para ocupar la titularidad de la Notaria Publica Número Uno del Séptimo Distrito Judicial, con residencia en el Municipio de Tancanhuitz, San Luis Potosí, Notaria Pública Número Tres del Décimo Tercer Distrito Judicial, con residencia en Villa de Reyes, San Luis Potosí y Notaria Pública Número Treinta y Nueve del Primer Distrito, con residencia en la capital del Estado de San Luis Potosí.

· El de treinta de junio de dos mil veintiuno, se emitió la Fe de erratas a la convocatoria publicada el veinticuatro de junio del citado año, para modificar la parte conducente que estableció que la convocatoria era para acceder a la constancia de aspirante al ejercicio del notariado, cuando lo correcto era para la obtención de la Titularidad de la Notaría para la cual se haya concursado.
· El veinticuatro de septiembre de dos mil veintiuno, se publicó el Acuerdo Administrativo que deja sin efectos jurídicos el diverso Acuerdo Administrativo mediante el cual se decreta la creación de dos Notarias en el Estado, la Convocatoria dirigida a los aspirantes, al Notariado y a los Aspirantes adscritos del Estado de San Luis Potosí y su “Fe de erratas”.
Por otro lado, respecto a las documentales precisadas en los numerales 5, 6, 7, 8, 11 y 12, el valor otorgado por la Sala Unitaria de origen se estima indebido, pues no obstante aparentemente se pudiese apreciar que son documentos públicos, no se soslaya que éstos fueron exhibidos en copia simple, en específico la relativa al acta de treinta de agosto de dos mil veintiuno, emitida por los integrantes  del Jurado calificador del Examen de Oposición, con la que pretende acreditar la calificación aprobatoria para acceder a la titularidad de la Notaria Pública 39 de esta ciudad, de ahí que dichas probanzas por sí solas, carecen de valor probatorio pleno, al constituirse como pruebas imperfectas; y por ende, insuficientes para quien aquí resuelve para justificar el hecho que se pretende acreditar, por la facilidad con la que se pueden confeccionar; por tanto su valoración queda al prudente arbitrio judicial, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Máxime, que las mismas no fueron perfeccionadas por el actor, ya que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 98 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los funcionarios o autoridades tienen la obligación de expedir, a costa del solicitante, las copias de los documentos que les pidan las partes, y en caso de no hacerlo, el peticionario previa justificación de que se hizo la solicitud correspondiente antes de la presentación de la demanda, podrá solicitar al órgano jurisdiccional que los requiera y cuando sin causa justificada, la autoridad requerida no expida las copias de los documentos ofrecidos por el actor o por el tercero para probar los actos imputados a aquélla, y los documentos solicitados hubieren sido identificados con toda precisión en sus características y contenido, se presumirán ciertos los actos que se pretendan probar con esos documentos; sin embargo dicha circunstancia no ocurrió.

Lo que se sostiene puesto que, de la copia simple del acta de treinta de agosto de dos mil veintiuno, emitida por los integrantes del Jurado calificador del Examen de Oposición al sustentante **********, para obtener la Titularidad de la Notaria Pública número 39 del Primer Distrito Judicial, dada la imposibilidad de otorgar valor aun de indicio, bajo el prudente arbitrio de quien aquí resuelve, no es dable tener por cierta la información ahí contenida y menos que la posible calificación que ostenta fuese la más alta de todos los participantes, además de que la calificación plasmada fue puesta con puño y letra de “alguien”, lo que difiere del resto del documento, el cual fue elaborado e impreso mediante computadora e impresora; lo que desde luego impacta en el ánimo del suscrito para restarle el valor concedido por el A quo.

Sirve de apoyo a lo anterior, por las razones que informan, la jurisprudencia IV.3o. J/23 emitida por el Tercer Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito, de rubro y texto siguiente:
‘‘DOCUMENTOS OFRECIDOS EN FOTOCOPIAS SIMPLES, VALOR PROBATORIO DE. No se puede otorgar valor probatorio aun cuando no hayan sido objetadas en cuanto a su autenticidad, las copias simples de un documento, pues al no tratarse de una copia certificada, no es posible presumir su conocimiento, pues dichas probanzas por sí solas, y dada su naturaleza, no son susceptibles de producir convicción plena sobre la veracidad de su contenido, por la facilidad con la que se pueden confeccionar, por ello, es menester adminicularlas con algún otro medio que robustezca su fuerza probatoria, razón por la que sólo tienen el carácter de indicio al no haber sido perfeccionadas.”

Asimismo, sirve de apoyo la jurisprudencia 3a. 18, sustentada por la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro y texto son los siguientes:

“COPIAS FOTOSTÁTICAS SIMPLES. VALOR PROBATORIO DE LAS MISMAS. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 217 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en materia de amparo, el valor probatorio de las copias fotostáticas simples queda al prudente arbitrio del juzgador. Por lo tanto en ejercicio de dicho arbitrio cabe considerar que las copias de esa naturaleza, que se presentan en el juicio de amparo, carecen por sí mismas, de valor probatorio pleno y sólo generan simple presunción de la existencia de los documentos que reproducen pero sin que sean bastantes, cuando no se encuentran adminiculados con otros elementos probatorios distintos, para justificar el hecho que se pretende demostrar. La anterior apreciación se sustenta en la circunstancia de que como las copias fotostáticas son simples reproducciones fotográficas de documentos que la parte interesada en su obtención coloca en la máquina respectiva, existe la posibilidad, dada la naturaleza de la reproducción y los avances de la ciencia, que no corresponda a un documento realmente existente, sino a uno prefabricado que, para efecto de su fotocopiado, permita reflejar la existencia, irreal, del documento que se pretende hacer aparecer.”

También, sirve de apoyo a lo anterior, por las razones que informan, la tesis emitida por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, de rubro y texto siguiente:
‘‘DOCUMENTOS PUBLICOS EN ARCHIVOS O EN PODER DE TERCEROS. PARA QUE EL JUZGADOR LOS SOLICITE DEBE ACREDITARSE CAUSA FUNDADA. La exigencia contenida en los artículos 96 y 295 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, en el sentido de que la parte que pretenda ofrecer una prueba documental que no tiene en su poder, está obligada a expresar el archivo en que se encuentre, o si se encuentra en poder de terceros, y si los documentos son propios o ajenos, tiene como finalidad que la autoridad jurisdiccional esté en condiciones de ordenar la expedición de ese documento o copia certificada, a la oficina o archivo público correspondiente o de requerir al particular que lo tiene, para que lo exhiba en juicio. Pero para que la solicitud o el requerimiento mencionados procedan, es menester demostrar la existencia de causa fundada para pedirlos de ese modo, sin que baste la simple aseveración de no contar con el documento, o de que existe la posibilidad de que no se expida. Por ello, si el oferente de una documental pública no acredita haber solicitado el documento o la copia que considera indispensable para su defensa, y que le hubiese sido negado, ni existe prohibición legal para que se le otorgue, es correcto que el juzgador deseche la solicitud de girar oficio a la autoridad que lo tenga en su poder, a efecto de que lo allegue al juicio.”

Así como la Tesis: III.1o.A.13 A, emitida por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, de rubro y texto siguiente:
‘‘TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE JALISCO. DESECHAMIENTO LEGAL DE LA DEMANDA. La Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Jalisco, previene en su artículo 32, que la demandante deberá adjuntar a su instancia, entre otros, el documento en que conste el acto impugnado o, en su caso, copia de la instancia no resuelta por la autoridad demandada; también señala que cuando las pruebas documentales no obren en poder del actor o no hubiese podido obtenerlas, a pesar de tratarse de documentos que legalmente se encuentren a su disposición, éste deberá señalar el archivo o lugar en que se hallen, para que, a su costa, se mande expedir copia de ellos o se requiera su remisión, para lo cual bastará con que se acompañe copia de la solicitud debidamente presentada. Por ello, si se presenta una demanda de nulidad ante el aludido Tribunal, y éste requiere a la demandante para que exhiba los documentos en que conste el acto que intenta impugnar, no basta, para tener por cumplido debidamente dicho requerimiento, que se alegue que no son públicos los archivos en que se encuentran los documentos de que se trate, o que la autoridad demandada se niega a expedir las copias correspondientes, pues el citado artículo 32 de la ley procesal invocada, es categórico al señalar que tratándose de documentos que el actor pueda tener a su disposición, aquella conducta del Tribunal de mandar expedir o requerir su remisión tendrá lugar sólo cuando el interesado acompañe copia de la solicitud debidamente presentada. Consecuentemente, si la actora no cumple con su deber de exhibir esos documentos, es evidente, que resulta válido el que se deseche de plano su demanda, porque así lo establece expresamente el artículo 36, fracción II, del mismo ordenamiento legal.”

No obsta a lo anterior, que obre la copia simple del acta de notificación signada por la Dirección del Notariado el treinta de agosto de dos mil veintiuno, a las veintitrés horas con cuarenta y cinco minutos, se advierte que la Directora **********, en representación del Secretario General de Gobierno, le notificó que resultó triunfador del Examen por Oposición para obtener la Titularidad de la Notaría Pública 39 del Primer Distrito Judicial en el Estado de San Luis Potosí, con residencia en la capital.

Documento anterior, que al haber sido convalidado por la Dirección del Notariado del Estado de San Luis Potosí, al contestar la demanda, más no así exhibido en original, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, su valoración queda al prudente del juzgador.

Pues, en el caso, de la notificación de mérito, al ser una copia simple, se tiene el indicio de que el treinta de agosto de dos mil veintiuno, la Directora del Notariado, hizo del conocimiento del actor que resultó triunfador del Examen por Oposición para obtener la Titularidad de la Notaría Pública 39 del Primer Distrito Judicial en el Estado de San Luis Potosí, sin embargo, no obra entrega del resultado respectivo, ni se advierte que se haya inserto el mismo en la notificación de mérito y necesariamente debe existir identidad entre lo asentado por el diligenciario y el contenido de lo que se pretende hacer del conocimiento, circunstancia que en el caso no ocurrió.
Máxime, que una diligencia de esa naturaleza, resulta suficiente para acreditar la hora y fecha de notificación, quien es el diligenciario que la llevó a cabo, la forma en que dicho funcionario se cercioró de que el domicilio en el que se constituyó efectivamente corresponde al del interesado, lugar en que tuvo verificativo, con quien se entendió la diligencia, los datos de la resolución que se comunica y la circunstancia de  de que se entregó al interesado copia íntegra y autorizada de ésta, más no tiene el alcance de sustituir la determinación que se notifica.
Finalmente, con la copia simple de la credencial para votar, de **********, con fecha de emisión **********, en **********, clave de elector: **********, expedida por el Instituto Federal Electoral; asimismo, respecto de las probanzas precisadas en los numerales 5, 6 y 11 al ser exhibidas en copias simples, no generan ninguna presunción o certeza respecto del resultado que obtuvo en el concurso de oposición en cuestión, sino solo de los posibles trámites que en ellos se informa.

Por otro lado, las documentales precisadas en los numerales 9 y 10, al ser documentos en copia simple suscritos por el actor, constituyen documentales privadas atento a lo dispuesto por el artículo 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por ende, no constituyen prueba plena, ya que de conformidad con el precepto citado, solo harán prueba plena cuando a juicio de la autoridad que conozca del asunto, resulten fiables y coherentes de acuerdo con la verdad conocida y el recto raciocinio de la relación que guarden entre sí, de forma tal que generen convicción sobre la veracidad de los hechos. 

No obstante ello, no pasa desapercibido que respecto de los anteriores documentos, solo se advierte que **********, presentó petición por escrito para solicitar al ejecutivo la expedición de la patente de Notario Titular de la Notaria Pública número 39 del Primer Distrito Judicial, con residencia en esta ciudad; empero, ello no patentiza a cabalidad que el accionante fue el triunfador del examen de oposición aludido.
En tales consideraciones, como se dijo, se patentiza que los documentos analizados, no constituyen prueba plena conforme al artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por ende, esta Sala Superior los estima insuficientes para acreditar el interés jurídico del compareciente al juicio contencioso, para demostrar que **********, resultó triunfador, del examen por oposición para obtener la Titularidad de la Notaría Pública 39 del Primer Distrito Judicial, con residencia en San Luis Potosí. 
Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 2a./J. 21/98, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro y texto siguientes:
“INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. LAS COPIAS FOTOSTÁTICAS SIMPLES, POR SÍ SOLAS, NO LO ACREDITAN. Conforme a lo dispuesto por el artículo 217 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, el valor probatorio de las fotografías de documentos, o de cualesquiera otras aportadas por los descubrimientos de la ciencia, cuando carecen de certificación, queda al prudente arbitrio judicial como indicios. Esta Suprema Corte, en diversas tesis de jurisprudencia, ha sostenido que el quejoso debe probar fehacientemente su interés jurídico, por ello debe estimarse que las copias fotostáticas sin certificación son insuficientes para demostrarlo, si no existe en autos otro elemento que, relacionado con aquéllas, pudiera generar convicción de que el acto reclamado afecta real y directamente los derechos jurídicamente tutelados del quejoso”.

Por tanto, al no acreditarse el interés jurídico para demandar la irregularidad del acto administrativo impugnado, se estima que se actualizan la causa de improcedencia establecida en la fracción II, y último párrafo del artículo 228, así como 229, fracción II, ambos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en consecuencia se REVOCA la resolución de veinte de abril de dos mil veintidós, dictada por la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en el juicio ********** y se procede a decretar el sobreseimiento en el mismo.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22, fracción II,
 del Reglamento Interior de este Tribunal se habilita al licenciado Juan Carlos Romero Oviedo, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:

RESUELVE
ÚNICO. Se REVOCA la sentencia recurrida dictada el veinte de abril de dos mil veintidós, por la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y se decreta el sobreseimiento en el juicio contencioso **********, de su índice.

Notifíquese con testimonio de esta resolución electrónicamente a las siguientes autoridades: **********y**********; personalmente a la parte actora ********** y a la autoridad tercera interesada **********; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.**********
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la licenciada Mónica Lárraga Sainz, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. RUBRICAS.
 “En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� Foja 238 de los autos del Juicio de Origen.





� “ARTÍCULO 152.


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”





� Fojas 27 a 31 del Toca.





� Foja 54 del Toca.





� Foja 56 del Toca


�“ARTÍCULO 154.


(…)


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


� “ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.





ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. 


Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”


� ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”





� Registro digital: 2019949 Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/206 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2308 Tipo: Jurisprudencia; “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”





� Obra agregado a fojas 87 y 88 de los autos del juicio de origen.





� Obra agregado a fojas 123 y 124 de los autos del juicio de origen.





� Fojas 125 - 127 de los autos del juicio de origen.


� Foja 214 del juicio de origen.


� Fojas 189 – 211 del juicio de origen.


� Tesis: 30/97, Jurisprudencia, Segunda Sala, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VI, julio de mil novecientos noventa y siete, página 137, número de registro: 198,223.


� Jurisprudencia, Tercera Sala, Séptima Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIX, Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203, número de registro: 240057.


� ARTÍCULO 221. La personalidad o legitimación de las partes, deberá ser analizada de oficio por las Salas.





� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 3, página 1996, registro digital: 2003033.


� Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo III, Mayo de 1996, página 510, Novena Época, registro digital: 202550.


� Consultable en la página 379, tomo III, Primera Parte, correspondiente al mes de Enero-Junio de mil novecientos ochenta y nueve, Octava Época del Semanario Judicial de la Federación, con número de registro 207434.


� Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XI, Febrero de 1993, página 244, Octava Época, registro digital: 217281.








� Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo III, Mayo de 1996, página 708, Novena Época, Materias(s): Administrativa, registro digital: 202530. 








� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Abril de 1998, página 213, Novena Época, Materia  Común, Registro digital: 196457.








“ARTÍCULO 22.- Las funciones inherentes de los oficiales jurisdiccionales son: 


(…)


II. Colaborar al desahogo de las actuaciones, notificaciones y demás diligencias necesarias para la integración de expedientes que corresponden a la Sala;”


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”





1
52
51

